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  03 de abril, 2002


DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  Nº  03659
03 de abril, 2002

DI-AA-997

Licenciada

Eida G. Ocampo Rojas

Presidenta, Comité de Licitaciones

BN Vital Operadora de Pensiones Complementarias S.A.

Estimada señora:

Asunto: Contrato de arrendamiento con opción de compra de equipo de cómputo suscrito con Arrendadora Internacional S.A.

Damos respuesta a su oficio BNV-CL-004-2002 del 15 de febrero del año en curso, recibido por este Órgano Contralor el 27 de febrero último, mediante el cual nos remite para trámite de refrendo un contrato de alquiler con opción de compra de equipo de cómputo suscrito por BN Vital Operadora de Pensiones Complementarias S.A. con la empresa Arrendadora Internacional S.A..

Una vez analizado dicho documento así como los antecedentes aportados, este Despacho procede a devolver la referida contratación sin el refrendo correspondiente por las razones que de seguido exponemos:

1. Con respecto al procedimiento de contratación empleado:

Se observa que BN Vital realizó dicha contratación en forma directa con fundamento en el artículo 2, inciso c) de la Ley de Contratación Administrativa, normativa que permite excluir de los procedimientos de concurso público a las contrataciones que realicen entes de derecho público entre sí. Para ello, la Gerencia General de BN Vital en Resolución Administrativa del 24 de enero del 2002, argumenta que la empresa Arrendadora Internacional S.A., es una sociedad que por pertenecer en su totalidad a BICSA Panamá, quien a su vez pertenece a la Corporación BICSA entidad de derecho público, puede ser considerada una empresa que integra la Hacienda Pública de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República No. 7428.

Por consiguiente, la Gerencia General en la citada resolución afirma que desde un punto de vista jurídico, Arrendadora Internacional S.A.  puede ser considerada como un ente de derecho público y susceptible de aplicarle la excepción a concurso contenida en el artículo 2, inciso c) de la Ley de Contratación Administrativa.

Sin embargo, debe tenerse presente que sobre la aplicabilidad de dichas normas de contratación administrativa, la División Legal Corporativa de BICSA mantiene una posición completamente distinta. Concretamente en el Memorandum DLC 081-01 de fecha 03 de diciembre del 2001, emitido por el licenciado Raúl Martín Zamora en su calidad de Director de la División Legal Corporativa, se hace mención a dicho aspecto  externando un criterio contrario a lo manifestado por la Gerencia General de BN Vital. En lo que interesa, dicha División Legal manifiesta:

“BICSA como empresa pública está regulada, en su actividad, por el derecho privado (art. 3 de la Ley General de la Administración Pública), y en tanto que entidad financiera de capital público costarricense radicada en el extranjero no le es aplicable la Ley de Administración Financiera de la República, ni el Reglamento de la Contratación Administrativa (artículo 4 e. iii de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República).” (El subrayado no es del original)

Así las cosas, es claro que existe una contradicción de criterio entre ambas entidades sobre el aspecto fundamental en el que se sustenta la presente contratación, sea la posibilidad de aplicar o no las normas de contratación administrativa a BICSA, contradicción que debe ser aclarada con las correspondientes justificaciones. 

2. Con respecto a la Resolución Administrativa que respalda la contratación:

Se observa que la Resolución Administrativa emitida por la Gerencia General de BN Vital en la cual se autoriza a que se realice la contratación bajo análisis, fue suscrita por su persona y no por el Gerente General, licenciado Ernesto Hip Ureña, como debió corresponder, sin que se haya aportado documentación alguna que demuestre la potestad legal que tiene su persona para actuar en representación de esa Entidad.

Ello es fundamental ya que, de no contar con el respectivo sustento legal que le permita -en calidad de Presidenta del Comité de Licitaciones- asumir derechos y obligaciones en nombre de esa Entidad, tal resolución carecería de toda validez.

3. Con respecto al clausulado del contrato:

A) En la cláusula cuarta resulta necesario que se aclare si el servicio de mantenimiento preventivo y correctivo que la arrendadora se compromete a dar al equipo será sin costo adicional al pactado, ya que tal aspecto no se menciona ni en el contrato, ni en la resolución administrativa ni en la oferta económica del contratista. 

B) Lo dispuesto en la cláusula décima tercera con respecto a la  forma en que se pagaría lo correspondiente a la indemnización en caso de incumplimiento del contrato resulta improcedente, por cuanto dicho procedimiento se aparta del establecido para estos casos en el artículo 13.4 del Reglamento de Contratación Administrativa, normativa que, independientemente de lo indicado en el punto 1) de este oficio, sí debe ser acatada por BN Vital.

Atentamente,

Licda. Celina Mejía Chavarría

Fiscalizadora

CMC/hcha
ci Auditoría Interna, BN Vital

Lic. Ronald Hidalgo Cuadra, Gerente Asociado, DAGJ
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